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1.- VISTOS

Se pronuncia la Sala sobre el  recurso de apelación interpuesto directamente por el sentenciado JOSÉ JAIRO CATAÑO CALVO contra el auto interlocutorio proferido el cuatro (4) de abril de  dos mil cinco (2005), por medio del cual el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira se negó a aplicar el principio de favorabilidad invocado en busca de poder disfrutar de los subrogados penales y los beneficios administrativos que le eran negados por prohibición legal.

2.- PROVIDENCIA

Las razones tenidas en cuenta por el señor juez conociente para negar la petición efectuada, tienen que ver con haber ocurrido los hechos por los cuales fuera sentenciado el señor CATAÑO CALVO el día dieciséis (16) de noviembre de dos mil dos (2002), en vigencia del decreto de conmoción interior 2001 del once (11) de septiembre de ese mismo año, que varió de  manera temporal la competencia de los juzgados penales del circuito especializado en lo que se refería a los delitos de extorsión, cuando no se superaban los quinientos (500) s. m. l. m. v.  Al declararse mediante la sentencia C-372 (sic) de 2003 la inexequibilidad del decreto 245 de 2003, se cayó la conmoción interior y por ende, quedó sin vigencia el decreto 2001 de 2002.

Significaba lo anterior que la ley aplicable al caso del señor CASTAÑO CALVO no era otra que la 733 de 2002 al producirse bajo su vigencia el fallo y por tanto, era la justicia especializada la competente, con lo cual el otorgamiento o no de los beneficios no podía variarse por la vigencia temporal del citado decreto de conmoción interior. 

3.- recurso

Insiste el recurrente en que los hechos por los cuales fuera juzgado y condenado tuvieron ocurrencia durante la vigencia del decreto de conmoción interior número 2001 del once (11) de septiembre de dos mil dos (2002), que cambió la competencia para que fueran conocidos por la jurisdicción especializada los delitos de extorsión que superaran los quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Señala que las normas constitucionales atinentes a los estados de excepción permiten la suspensión de las leyes incompatibles con los decretos legislativos que se dicten y que una vez se declare restablecida la normalidad, dejarán de tener vigencia.

Plasma pronunciamientos de la Corte Constitucional relacionado con los efectos de las leyes procesales y la exequibilidad del artículo transitorio de la Ley 600 de 2000, para invocar nuevamente la aplicación de los principios de favorabilidad y de igualdad a su caso.

4.-  SE CONSIDERA 

Antes de entrar en la materia propia del recurso, considera la Sala imprescindible hacer un recuento del discurrir normativo relacionado entre otros con los delitos de secuestro, extorsión y concierto para delinquir que hoy por hoy, tienen sanciones altas y la prohibición de acceder a ciertos beneficios procesales que se reservan para otras conductas punibles con menor afectación al conglomerado social.

Remontándonos en el pasado reciente, se tiene que el veintinueve (29) de enero de dos mil dos (2002) se expidió la Ley 733 por medio de la cual se dictaron medidas tendientes a erradicar los delitos de secuestro, terrorismo y extorsión. Para lo que nos interesa, ella asignó la competencia de tales punibles a los juzgados penales del circuito especializado (art. 14) y excluyó para sus autores las rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión, así como la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria (art. 11); y, dispuso además, que entraría en vigencia a partir de la fecha de su publicación (art. 15).

Más adelante el Gobierno mediante el Decreto 1837 del once (11) de agosto de dos mil dos (2002), declaró el Estado de Conmoción Interior en todo el territorio Nacional, por el término de noventa (90) días calendario, tal estado excepcional fue prorrogado por medio del Decreto 2555 del ocho (8) de noviembre siguiente y finalmente, se intentó una segunda prórroga a través del decreto legislativo 245 del cinco (5) de febrero de dos mil tres (2003), que fracasó al ser este último decreto declarado inexequible por la Corte Constitucional en sentencia C-327 de 2003 -no como aparece citada en la decisión del conociente-, con lo cual se derrumbó la situación de conmoción interior y las disposiciones legales proferidas con fundamento en esa figura.

Después de esta remembranza, podemos entrar a analizar las condiciones en que operó el Decreto 2001, publicado en el Diario Oficial número 44.930 del nueve (9) de septiembre de dos mil dos (2002), proferido precisamente con base en las facultades que traía la conmoción interior. Pues bien, tal Decreto varió la competencia que inicialmente se había asignado a los Juzgados Penales del Circuito Especializado y la reservó para los que se consideraron en ese momento delitos más graves. Como consecuencia de tal modificación se dispuso que los Juzgados Penales del Circuito y Fiscales delegados ante estos, conocieran de inmediato las causas que se adelantaban y en las cuales ya no era competente el Juzgado Especializado (art. 2º) y, además, se suspendieron los artículos 5º transitorio del Código de Procedimiento Penal y el 14 de la ley 733 de 2002, en cuanto eran incompatibles con lo allí dispuesto.

Para el caso que ahora concita la atención de la Sala, significa lo anterior, que al momento de cometerse los hechos (dieciséis –16- de noviembre de dos mil dos –2002-) había una regulación vigente que había trasladado el conocimiento del delito de extorsión cuando el monto de la suma pretendida era inferior a quinientos (500) s. m. l. m. v., a los Juzgados Penales del Circuito desde los despachos de sus homólogos de la Jurisdicción Especializada, a quienes originalmente se habían asignado tales conductas punibles por virtud de la ley mencionada.

Esta variación en la competencia, no implicó per se  un beneficio o un perjuicio en las condiciones en que enfrentaba la actuación el procesado, aparte de la mudanza de expedientes entre una y otra jurisdicción como consecuencia de la entrada en vigencia del decreto legislativo por una parte, y de otra, al declararse la inexequibilidad de las regulaciones expedidas bajo el amparo de la conmoción interior.

Vale la pena precisar que así doctrinalmente se considere que la favorabilidad sólo tiene aplicación en lo concerniente con disposiciones sustantivas (sobre todo en lo que tiene que ver con las penas), no puede negarse que también la codificación procedimental –adjetiva-, en principio neutra frente a los vinculados a la investigación y juicio, puede llegar a tener insertas normas con efectos sustantivos y por consiguiente tales reglas también podrían ser susceptibles de aplicación de la favorabilidad penal; o, incluso, en lo referido a normas procesales propiamente dichas, conforme al nuevo enunciado de la Corte Constitucional. 

Sobre este particular tópico, se pronunció recientemente la Corte Suprema de Justicia en decisión que además, señala el camino a seguir en el presente evento:

3. De ese contexto positivo bien pueden desbrozarse las distintas especies de normas que han de regir un proceso penal, al igual que el alcance de cada una de ellas, así: i) las sustanciales, cuyas permanencia -aún previa a la ejecución del delito- y aplicación -ya al interior de la actuación- perduran inclusive hasta el agotamiento de la fase de ejecución de la sentencia (art. 6 C.P.), a menos que una norma de similar naturaleza la reemplace para que sea aplicada esta última bajo la condición de ser más favorable. ii) las simplemente instrumentales, que igualmente antecedentes al hecho, deben gobernar el proceso, aunque sujetas a ser desestimadas en su aplicación cuando se expida una norma de su mismo carácter, tal como lo señala el artículo 40 de la Ley 153 de 1886, sin que de ellas -dada su neutralidad- sea demandable la favorabilidad. iii) las procesales de efectos sustanciales, cuyo manejo -desde luego al interior de la actuación- se asimila a las materiales, conforme lo señala el dispositivo últimamente trascrito.

Así, refulge que cometido un delito, toda la normatividad que lo regula en su descripción típica, en su sanción y en las normas procesales de efectos sustanciales, acompañan ad infinitum a ese comportamiento y a su autor, salvo que con posterioridad surja norma nueva que favorablemente modifique tales atributos para que ésta sea aplicada retroactivamente, tal como lo autoriza la norma superior, lo precisa la Ley 600/00 y lo reitera para el futuro el nuevo código de procedimiento (ley 906/04). En cambio, lo que sí choca contra aquélla -y aún con el sentido común- es que se aplique retroactivamente una nueva normatividad con efectos desfavorables. A su turno, lo que atañe a las disposiciones legales simplemente instrumentales, así como al cambio del juez (por razones de competencia) por otro igualmente existente antes de la comisión del delito, son de aplicación inmediata, sin que de su mutación -como se dijo- pueda reclamarse ingrediente alguno de favorabilidad. (Subrayas y negrillas de la Sala).

4. La favorabilidad, como se sabe, constituye una excepción al principio de la irretroactividad de la ley, pudiéndose aplicar en su acogimiento una ley posterior al hecho cometido (retroactividad) o prorrogarle sus efectos aún por encima de su derogatoria o su inexequibilidad (ultractividad), siempre que en algún momento haya regido la actuación y que -desde luego- sea, en uno u otro caso, más favorable al sindicado o condenado.

Infortunadamente para los intereses del interno, el decreto 2001 de 2002 no introdujo modificaciones sustanciales que pudieran ser tenidas hoy como favorables y que permitieran una decisión diferente a la que se tomó por el juez de primer grado, porque sencillamente en su caso no se puede aplicar el principio de favorabilidad. De contera, surge que precisamente el artículo 11 de la Ley 733 de 2002, que señala la prohibición de la concesión de los subrogados y otros beneficios pedidos por el reo, nunca fue modificado y por el contrario ha permanecido incólume en el ordenamiento jurídico pues se trata de disposición especial en la materia, razón de más para negar la petición efectuada.

Aceptándose en gracia de discusión el cambio de competencia pedida por el penado, ello no sería suficiente para que entrara a disfrutar los beneficios que persigue, dado que su negación depende de lo dispuesto en la multicitada ley 733 de 2002. 

Ante lo avizorado y sin que hubieran surgido argumentos jurídicos que indiquen alguna vulneración de derechos fundamentales, la decisión impugnada debe confirmarse.
4.- DECISIÓN 

Por lo expresado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el proveído objeto de revisión en virtud del recurso de apelación interpuesto.

CÓPIESE, COMUNÍQUESE  Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� Auto de Casación del 16-02-2005. Rad. 23006 M. P.: Dr. Alfredo Gómez Quintero
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